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DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS SANCIONADORAS. CONDICIONES PARA LA VALIDEZ 
CONSTITUCIONAL DE SU APLICACIÓN, EN RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD. El 
mandato de tipificación es una fórmula técnica que integra las condiciones de previsión y certeza de 
la disposición normativa. Así, las infracciones y las sanciones no sólo tienen que estar previstas con 
anterioridad a que se produzca la conducta enjuiciable (lex previa), sino que deben tener un grado 
de precisión tal (lex certa), que hagan innecesaria la actividad del operador jurídico, tendente a 
determinar los elementos del tipo, ya sea con ánimo creativo, de complementación, en una 
interpretación basada en la analogía, o en un desvío del texto legal. No obstante, en el derecho 
administrativo sancionador la tipificación normativa no llega a ser inexcusablemente precisa y directa, 
sino que es habitual que se practique indirectamente o por remisión, cuando la conducta de reproche 
puede desprenderse de las disposiciones legales o reglamentarias que complementen las técnicas 
normativas utilizadas por el legislador, como pudieran ser los conceptos jurídicos indeterminados y, 
en general, los conceptos cuya delimitación permite un margen de apreciación. Además, si bien es 
cierto que en la vertiente sancionatoria del modelo del Estado regulador, el principio de reserva de 
ley adquiere una expresión mínima, también lo es que subsiste el de tipicidad, como la exigencia de 
que la conducta, que es condición de la sanción, se contenga en una predeterminación inteligible, 
sin importar la fuente jurídica de la que derive la obligación, la cual debe ser individualizable de forma 
precisa, para permitir a las personas la previsibilidad de las conductas infractoras y evitar la 
arbitrariedad de la autoridad. En este contexto, la administración colabora en la precisión del tipo a 
través de la tarea de subsunción en el primer proceso de aplicación de la norma, mediante el 
denominado silogismo de determinación de la consecuencia jurídica, que conlleva la constatación 
de los hechos, la interpretación del supuesto de hecho del texto normativo, la subsunción de los 
hechos en el supuesto fáctico y la determinación de la consecuencia jurídica. Por tanto, la validez 
constitucional de la aplicación de las disposiciones administrativas sancionadoras dependerá del 
respeto a la literalidad del enunciado normativo y a su previsibilidad, en la medida en que eviten la 
emisión de resoluciones que impidan a los gobernados programar sus comportamientos sin temor a 
posibles condenas por actos no tipificados previamente. 
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